
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / PAGO DE SALARIOS / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA EL EFECTO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PRESUPUESTOS PARA CONCEDER EL AMPARO DE MANERA EXCEPCIONAL
… la Sala avalará la resolución de primera instancia, porque se cumplen los presupuestos de procedibilidad del amparo, (i) en la medida que no hay controversia sobre el vínculo laboral del demandante y la entidad demandado, lo que los legitima, (ii) el actor acudió a este medio con la inmediatez que se requiere, impetró  la demanda el 11 de marzo que pasó ante el cese del pago de su salario ocurrido desde mediados de octubre del año anterior, y (iii) el prolongado tiempo que lleva sin recibir su sueldo, hace que se presuma conculcado su derecho al mínimo vital y lo enfrenta a la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, situación que, como se explicará, hace que se supere el umbral de la subsidiaridad.

Sobre este último aspecto, la Corte Constitucional, en la sentencia T-618 del 2016, por ejemplo, precisó que, aunque en principio las controversias suscitadas por acreencias laborales, están reservadas a la justicia ordinaria o contenciosa administrativa, según el caso, debe darse por superada la subsidiaridad cuando concurren las siguientes circunstancias:

“No obstante, la jurisprudencia ha señalado algunos supuestos en los cuales se presume la vulneración del derecho al mínimo vital, los cuales se limitan a las siguientes situaciones de hecho: (i) que no se encuentre acreditado en el expediente que el accionante cuenta con otros ingresos o recursos que permitan su subsistencia; (ii) que se trate de un incumplimiento prolongado e indefinido; y (iii) que las sumas que se reclamen no sean deudas pendientes”. (…)
Presupuestos que se cumplen todos en este caso concreto, si se tiene en cuenta que el demandante adujo que la falta de subvención quincenal pone en peligro inminente el mínimo vital de su núcleo familiar, situación que no fue controvertida por la entidad accionada; además, el incumplimiento se ha prolongado por más de 2 meses, pues a la fecha de presentación de la demanda, sumaba alrededor de 5 meses sin recibirlo, fuera de que su remuneración apenas sobrepasa el salario mínimo.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la accionada contra la sentencia del 26 de marzo último, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Alcides Siagama Tascón inició frente Esimed S.A., a la que fueron vinculados la representante legal suplente, la Subdirectora Nacional de Talento Humano y la Dependencia de Nomina, Seguridad Social y Parafiscales adscrita a la Subdirección Nacional de Talento Humano de la misma entidad, la Ministra del Trabajo, el Viceministro de Empleo y Pensiones, la Directora de Generación y Protección del Empleo y Subsidio familiar y el Director Territorial Risaralda del Ministerio del Trabajo.

 


ANTECEDENTES
  



En nombre propio, Alcides Siagama Tascón acudió a este medio en procura de la protección de sus derechos fundamentales “a la vida, dignidad humana, mínimo vital y móvil, seguridad social, trabajo, debido proceso e igualdad”, que considera conculcados por la entidad accionada.





Hizo saber, en síntesis, que es auxiliar de enfermería al servicio de Esimed S.A. desde hace 12 años y 7 meses, con un salario mensual pactado de $853.374,00, el que viene siendo pagado de manera atrasada desde septiembre del año 2018; tampoco le pagaron el valor de las cesantías y sus correspondientes intereses; de su salario dependen él y su familia, y debido al incumplimiento de su empleador, se encuentra en mora de pagar su seguridad social, lo que los afecta.  





En consecuencia, solicitó ordenarle a la entidad demandada efectuar el pago de su seguridad social y de sus salarios en mora; y al Ministerio del Trabajo verificar el cumplimiento de las decisiones adoptadas en este trámite; pidió también comunicar la decisión que se adopte, a la Procuraduría General de la Nación y a la Defensoría del Pueblo.  
  



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado a la demandada y a los vinculados, arriba citados. 





El Director de la territorial Risaralda del Ministerio del Trabajo, informó que en esa cartera no reposa ninguna solicitud a nombre del accionante con el fin de que se le protejan sus derechos laborales, pidió su desvinculación por carecer de legitimación en la causa por pasiva.




Sobrevino la sentencia de primer grado que estimó conculcados los derechos al mínimo vital del accionante y le ordenó al representante legal de Esimed S.A., pagarle los salarios y la seguridad; también le compulsó copias al Ministerio del Trabajo para que ejerciera la vigilancia pertinente. 





Impugnó la encartada; adujo la imposibilidad de cumplir el fallo, debido al cierre preventivo de todas sus sedes, como consecuencia de una medida de vigilancia especial que adoptó la Superintendencia Nacional de Salud; agregó que desconoce las acreencias laborales que tiene con sus trabajadores y se encuentra en la ejecución de un plan de salvamento y normalización de la operación a nivel nacional, para poder ponerse al día con sus obligaciones. Además alegó que existen otros medios para elevar este tipo de reclamos porque no se demuestra la afectación al mínimo vital.  
CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.





En uso de tal prerrogativa Alcides Siagama Tascón, hizo valer los derechos fundamentales que invocó, conculcados, afirmó, porque su empleador, Esimed S.A., no le paga oportunamente sus salarios y prestaciones sociales, desde octubre del año 2018. 





El Juzgado de primer grado, ante la amenaza que percibió sobre el derecho al mínimo vital del accionante, concedió el amparo. 
   



Pues bien, para decirlo de una vez, la Sala avalará la resolución de primera instancia, porque se cumplen los presupuestos de procedibilidad del amparo, (i) en la medida que no hay controversia sobre el vínculo laboral del demandante y la entidad demandado, lo que los legitima, (ii) el actor acudió a este medio con la inmediatez que se requiere, impetró  la demanda el 11 de marzo que pasó ante el cese del pago de su salario ocurrido desde mediados de octubre del año anterior, y (iii) el prolongado tiempo que lleva sin recibir su sueldo, hace que se presuma conculcado su derecho al mínimo vital y lo enfrenta a la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, situación que, como se explicará, hace que se supere el umbral de la subsidiaridad.




Sobre este último aspecto, la Corte Constitucional, en la sentencia T-618 del 2016, por ejemplo, precisó que, aunque en principio las controversias suscitadas por acreencias laborales, están reservadas a la justicia ordinaria o contenciosa administrativa, según el caso, debe darse por superada la subsidiaridad cuando concurren las siguientes circunstancias:




No obstante, la jurisprudencia ha señalado algunos supuestos en los cuales se presume la vulneración del derecho al mínimo vital, los cuales se limitan a las siguientes situaciones de hecho: (i) que no se encuentre acreditado en el expediente que el accionante cuenta con otros ingresos o recursos que permitan su subsistencia; (ii) que se trate de un incumplimiento prolongado e indefinido; y (iii) que las sumas que se reclamen no sean deudas pendientes.





Frente al primer supuesto, esta Corporación ha explicado que no es exigible la plena acreditación de que no se tienen otros ingresos, pues esto sería una prueba imposible, bastando con que se aporten elementos de juicio que le permitan al juez de tutela inferir que el salario es el único ingreso y que su no pago afecta gravemente las condiciones de vida del trabajador
. En cuanto al segundo supuesto, relacionado con el incumplimiento prolongado e indefinido, la Corte ha precisado que éste debe ser mayor a dos meses, a menos que se trate de personas que devenguen un salario mínimo y, por último, frente a que no se trate de deudas pendientes, este Tribunal ha encontrado que la presunción no se activa cuando lo que está en juego es un interés meramente patrimonial, tanto así que “el amparo laboral no se extiende a todo el salario adeudado, sino a la parte de éste que corresponda al mínimo vital”
.





De manera que, siempre que se acredite en el trámite de un proceso de tutela los anteriores supuestos, el juez constitucional debe proceder al análisis de fondo del asunto planteado, a pesar de que el accionante no acredite directamente la afectación de su mínimo vital.





Presupuestos que se cumplen todos en este caso concreto, si se tiene en cuenta que el demandante adujo que la falta de subvención quincenal pone en peligro inminente el mínimo vital de su núcleo familiar, situación que no fue controvertida por la entidad accionada; además, el incumplimiento se ha prolongado por más de 2 meses, pues a la fecha de presentación de la demanda, sumaba alrededor de 5 meses sin recibirlo, fuera de que su remuneración apenas sobrepasa el salario mínimo. 




Absuelto lo que atañe con la procedencia del amparo, resta insistir que en este caso hay pleno consenso sobre el vínculo laboral y los salarios adeudados, así lo corroboran los dichos de la demanda, sus anexos y las manifestaciones plasmadas en la impugnación.





Es palmario, en consecuencia, que la omisión de Esimed S.A., violenta el derecho fundamental al mínimo vital su empleado, corolario de lo cual, se confirmará la sentencia de primera instancia. 



 




Vale la pena destacar que casos similares, impetrados contra la misma entidad por empleados con la mismo función del actor, han sido resueltos desfavorablemente por la Sala Penal de este Tribunal
-
; que en su momento, estimó improcedentes las demandas comoquiera que se consideraron idóneas otras vías ofrecidas por el ordenamiento jurídico para zanjar la problemática; sin embargo, contrario a lo que sucede en este caso, en aquellos, no habían transcurrido más de dos meses entre la cesación de los pagos y el momento en que se promovieron las acciones de tutela; por ello y dadas las particulares condiciones del presente, aquí varía la resolución. 




DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
CONFIRMA la sentencia del 26 de marzo del 2019, proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que inició Alcides Siagama Tascón frente al Esimed S.A. por conducto de su representante legal, a la que fueron vinculados la Representante Legal Suplente, la Subdirectora Nacional de Talento Humano y la Dependencia de Nomina, Seguridad Social y Parafiscales adscrita a la Subdirección Nacional de Talento Humano de la misma entidad, la Ministra del Trabajo, el Viceministro de Empleo y Pensiones, la Directora de Generación y Protección del Empleo y Subsidio familiar y el Director Territorial Risaralda del Ministerio del Trabajo.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.  

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Véanse, al respecto, las Sentencias T-1088 de 2000 y T-683 de 2003.


� Sentencia T-162 de 2004, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� TSP – SP. MP. JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE, Sentencia del 13-12-18 rad. 660013187003 2018 00104-01


� TSP – SP. MP. JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE, Sentencia del 13-12-18 rad. 660013109006 2018 00098-01
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